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Para lo de su competencia 

OLGA ESTHER CASTRO
Profesional Universitario G.16
Juzgado Sexto Administra�vo Oral de Montería

De: ORLANDO DAVID PACHECO CHICA <opacheco@ugpp.gov.co> 
Enviado: martes, 2 de marzo de 2021 11:30 
Para: Juzgado 06 Administra�vo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Fwd: CONTESTACIÓN CARMEN BOHORQUEZ vs UGPP
 
Cordial saludo, mediante la presente allegamos nuevamente escrito de contestación de la
demanda, en atención a la notificación realizada por correo electrónico el pasado 03 de diciembre
de 2020.

Quedamos atentos. 

---------- Forwarded message --------- 
De: ORLANDO DAVID PACHECO CHICA <opacheco@ugpp.gov.co> 
Date: mié, 8 jul 2020 a las 17:24 
Subject: CONTESTACIÓN CARMEN BOHORQUEZ vs UGPP 
To: <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co>, Paola Portillo Perez
<paolaportilloforum@gmail.com> 

Señor:
JUEZ SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA.
E. S. D.
 
REFERENCIA:
 

MEDIO DE CONTROL:                    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE:                                                              CARMEN ISELA
BOHORQUEZ HERNÁNDEZ Y MARÍA DEL ROSARIO GARCÍA
ESPINOZA  
DEMANDADO:                                  UGPP

RADICADO:                                       2019-00258
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter

confidencial de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado
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a mantener reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos

que no podrá usar, retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales

como las contenidas en la Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo

a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no

necesariamente representan la opinión oficial de la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por

cualquier virus que pueda contener este correo.
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Señor: 

JUEZ SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: 

 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  CARMEN ISELA BOHORQUEZ HERNÁNDEZ Y MARÍA DEL 

ROSARIO GARCÍA ESPINOZA   

DEMANDADO:   UGPP  

RADICADO:    2019-00258 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

ORLANDO DAVID PACHECO CHICA, identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, 

obrando como apoderado judicial de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 

Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, para los Departamentos de 

Córdoba y Sucre, en virtud del poder general que me fue otorgado por Dra. Alejandra Avella Peña en su 

calidad de Directora Jurídica de la referida entidad, como consta en Escritura Pública No. 1842 y 2425 

de la Notaria Cuarenta y Siete (47) del Circulo de Bogotá, por medio del presente escrito, 

respetuosamente, acudo ante esta Judicatura dentro del término legal correspondiente, con el fin de 

contestar la demanda presentada por las Sras. Carmen Bohórquez y María del Rosario García, en contra 

de mi representada. 

 

En atención a lo contenido en el artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo- CPACA, nos permitiremos darle contestación a la demanda, refiriéndonos 

en primera medida a las pretensiones y los hechos esgrimidos en el líbelo; posteriormente, 

expondremos las razones de nuestra defensa, proponiendo las respectivas excepciones previas y de 

merito que consideramos encuentran asidero en relación con el caso que nos convoca; para finalmente 

referirnos al decreto de pruebas.  

RESPECTO DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

A través del presente proceso, las actoras solicitan que previa declaratoria de nulidad de los actos 

administrativos demandados, se condene a nuestra poderdante al reconocimiento y pago de la 

sustitución pensional, que afirma les asiste por haber sido compañera permanente y cónyuge del 

fallecido Sr. Pedro Cabrales Hernández y haber convivido con el fallecido hasta la fecha de su muerte; 

en una proporción del 25% para cada una. Así mismo solicitan como consecuencia de lo anterior, que 

sea ordenado el pago del respectivo retroactivo pensional, debidamente indexado.  

 

Frente a lo anterior, esta defensa se opone a todas las pretensiones esbozadas en el escrito contentivo 

de la demanda tendientes al reconocimiento y pago de una sustitución pensional en favor de las 

demandantes en razón a que NO tienen derecho a lo pretendido, pues hasta este momento procesal no 

se encuentra suficiente respaldo probatorio que permita acreditar que cumple con los requisitos 

exigidos por los artículos 46 y 47 de la ley 100 de 1993, para ser beneficiarias de la prestación que 

requieren. 

 

Fundamentaremos estas tesis con mayor amplitud en el desarrollo de los medios exceptivos que se 

propondrán en apartes posteriores, los cuales por encontrarse configurados justifican la denegación de 

las pretensiones de la demanda y la absolución de nuestra defendida de todos los cargos formulados. 
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RESPECTO A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

En lo que respecta a los hechos, esta defensa se refiere a los mismos en los siguientes términos:  

 

PRIMERO: No nos consta que el señor Pedro Cabrales Hernández haya tenido la calidad de pensionado 

como docente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues ello corresponde a 

realmente a actuaciones de esta ultima entidad. Que se pruebe.  

 

SEGUNDO: Es cierto, el señor Pedro Cabrales Hernández era pensionado de la extinta Cajanal, 

mediante resolución No. 14831 del 08 de agosto de 2003, que reconoció una pensión de jubilación 

gracia, en cuantía de $969.011,15 efectiva a partir del 20 de octubre de 2001. 

 

TERCERO: Es cierto, el causante falleció el 7 de septiembre de 2017, según Registro Civil de Defunción. 

 

CUARTO: Es cierto, el causante y la señora Maria del Rosario García Espinosa contrajeron matrimonio el 

día 17 de julio de 1976, y no obra prueba de que haya sido disuelto ni liquidado.  

 

QUINTO: No nos consta que a pesar de que el señor Pedro Cabrales no conviviera con la señora García 

Espinosa este le siguiese suministrando los alimentos necesarios para su subsistencia pues no tenemos 

constancia de ello en los antecedentes administrativos. Que se pruebe.  

 

SEXTO: No nos consta que el causante haya convivido durante 25 años en unión de vida estable y 

permanente con la señora Carmen Bohórquez hasta el día de su muerte, pues no existen constancias de 

ello en los antecedentes administrativos. De hecho, de lo que si se encuentra constancia es que en vida 

el señor Pedro Cabrales mantuvo relaciones amorosas con distintas mujeres, algunas de ellas, las 

demandantes con lo cual, es bastante improbable que el causante haya mantenido una relación 

permanente y singular con la demandante en los términos por ella descritos. Que se pruebe.  

 

SÉPTIMO: No nos consta que la señora Carmen Bohórquez haya dependido económicamente del señor 

Pedro Cabrales y que era afiliada a la seguridad social del FOMAG pues no tenemos constancia de ello 

al pertenecer a la orbita administrativa de esa entidad y no de nuestra poderdante. Que se pruebe 

 

OCTAVO: Es cierto, el causante y la señora Carmen procrearon tres hijos de nombres Pedro, Guadalupe 

y Gisela Cabrales Bohórquez, registros civiles que se encuentren presenten en los antecedentes 

administrativos.  

 

NOVENO: No nos consta, pues en los antecedentes administrativos no obra prueba o acta de 

conciliación suscrita por las partes que dé cuenta del acuerdo para dividirse entre ambas la pensión 

reconocida al señor Pedro. Que se pruebe.  

 

DÉCIMO: No nos consta, pues es imprescindible que se demuestre la convivencia real y efectiva entre 

el señor causante y las demandantes, de manera que se acredite la convivencia simultánea, para que 

pueda afirmarse derecho en favor de las demandantes y como tal prueba hasta ahora no existe, no 

podemos afirmar que entonces ese derecho exista. Deberá probarse. Es cierto que las demandantes 

solicitaron la sustitución pensional a la entidad.  

 

DÉCIMO PRIMERO: Es cierto, la unidad reconoció la sustitución en favor de los hijos del causante 

Pedro, Guadalupe y Gisela Cabrales Bohórquez en una proporción del 50% para ellos y el restante 50% 

quedo en suspenso ante la existencia de controversia entre las señora Carmen Bohórquez, la señora 

María García y hasta que la justicia ordinaria no lo dirimiera.   

 

DÉCIMO SEGUNDO: Es cierto.  
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FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 

 

A través del presente medio de control, las señoras Carmen Bohórquez y María García, pretenden que 

se le sustituya post mortem la prestación pensional del fallecido señor Pedro Cabrales Hernández, pues 

según lo afirma, tienen derecho por haber sido la compañera permanente y cónyuge respectivamente 

del finado, convivido con él durante más de 25 años y depender económicamente del mismo señor. 

 

Para ello solicitan la nulidad de los actos administrativos por medio de los cuales nuestra representada 

negó el derecho a la pensión aludida, en razón a la existencia de controversia en el reconocimiento de 

la prestación entre las demandantes. 

 

En el orden anterior de las cosas, la causa que corresponde dilucidar en el presente proceso gira en 

torno a determinar si ¿Tienen derecho las señoras Carmen Bohórquez y/o María García, a sustituir la 

pensión que devengaba en vida el Sr. Pedro Cabrales Hernández? ¿Se cumplen los requisitos exigidos 

por la norma, para hacerse acreedoras de la referida prestación económica, especialmente el requisito 

de la convivencia? ¿Se configura en este caso la convivencia simultanea? Y si ello es positivo ¿En qué 

proporción sería procedente el reconocimiento de la pensión?   

  

Con el ánimo de darle repuesta a los interrogantes planteados, se sostendrá como tesis que NO le 

asiste derecho alguno a ninguna de las supuestas beneficiarias de la pensión, pues ninguna de ellas, 

hasta esta oportunidad logra acreditar en su totalidad los supuestos de hecho de los artículos 46 y 47 

de la ley 100 de 1993, normas que regulan la pensión de sobrevivientes y que exigen, para los eventos 

de compañeras permanentes y/o cónyuges, la convivencia de la/las solicitante(s) con el difunto durante 

un período mínimo de 5 años inmediatamente anteriores a su deceso.   

 

En esa medida, NO habrá lugar a declarar el derecho reclamado, ni la existencia de convivencia 

simultánea, ni tampoco proporción alguna del derecho pensional en beneficio de las mismas, pues 

como se ha dicho, no se encuentra demostrado el requisito de la convivencia ininterrumpida de 

ninguno de los extremos solicitantes durante 5 años inmediatamente anteriores al deceso del causante. 

Recordemos que, en esta materia, la Jurisprudencia Nacional es pacifica en sostener que más que la 

naturaleza del vínculo matrimonial o de hecho con el causante, el criterio determinante del derecho es 

la convivencia, la cual como se ha dicho NO se encuentra plenamente demostrada. 

 

Los anteriores argumentos se desarrollarán a continuación. 

EXCEPCIONES DE MÉRITO.  

FALTA DE ACREDITACIÓN DE LOS REQUISITOS DE LEY NECESARIOS PARA ADQUIRIR EL DERECHO A LA 

SUSTITUCIÓN PENSIONAL POR PARTE DE LAS DEMANDANTES. 

Afirman las señoras Carmen Bohórquez y María García, que son beneficiarias de la sustitución pensional 

ocasionada en el deceso del Sr. Pedro Cabrales Hernández, por haber sido su compañera permanente y 

cónyuge respectivamente por un período cercano a 30 años, haber convivido con el finado, compartido 

ayuda mutua y depender económicamente del mismo.  

En este contexto, pese a todas las afirmaciones que las anteriores señoras realizaron en sede 

administrativa, la demanda y en las eventuales actuaciones posteriores, lo realmente cierto es que en 

el estudio del presente caso, hasta este momento procesal ninguna de las dos reclamantes ha 

acreditado con suficiencia y sin lugar a equívocos, el requisito de la convivencia para ser beneficiaria de 

la prestación pensional que reclaman.  

Así las cosas, el problema jurídico que incumbirá resolver girará en aras a determinar si ¿Tienen 

derecho las señoras Carmen Bohórquez y María García, a la sustitución pensional del derecho que el 
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fallecido Sr. Pedro Cabrales Hernández percibía en vida? ¿Se encuentran plenamente probados los 

requisitos exigidos por la norma para hacerse acreedoras de la referida prestación?  

La tesis que en el presente medio exceptivo se desarrollará es negativa. Las Sras. Carmen Bohórquez y 

María García, NO tienen derecho a la sustitución de la pensión otorgada en vida al causante, pues no 

cumplen con el requisito de la convivencia para hacerse acreedoras a esa prestación. Recordemos que 

en la materia que nos convoca, más que el vínculo conyugal o de hecho, el criterio determinante de la 

titularidad del derecho es la convivencia ininterrumpida con el causante durante los 5 años 

inmediatamente anteriores a su deceso, la cual no se encuentra demostrada por parte de ninguna de 

las solicitantes como se verá en líneas posteriores.  

En materia de seguridad social, una de las instituciones que propenden por desarrollar las garantías 

constitucionales que establecen la preservación y protección integral de la familia, es la pensión de 

sobrevivientes. Esta, ha sido concebida por la ley 100 de 1993, con el fin de proteger al núcleo familiar 

más básico del causante del derecho, beneficiándolos para que puedan seguir atendiendo sus 

necesidades económicas de subsistencia en las mismas condiciones de las que gozaban en vida del 

causante. Así por ejemplo, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha explicado que: 

 

“(…) la pensión de sobrevivientes tiene como finalidad atender una contingencia derivada de la 

muerte y “suplir la ausencia repentina del apoyo económico que brindaba el empleado al grupo 

familiar y, por ende, evitar que su deceso se traduzca en un cambio sustancial de las condiciones 

mínimas de subsistencia de las personas beneficiarias de dicha prestación.”1 

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia C- 1035 de 2008 entendió que, “El propósito 

perseguido por la Ley al establecer la pensión de sobrevivientes ha sido el de ofrecer un marco de 

protección a los familiares del afiliado o del pensionado que fallece, frente a las contingencias 

económicas derivadas de su muerte”2.  

Conforme a la jurisprudencia que con precedencia se citó, es claro que, fundamentada en el principio 

de solidaridad, la pensión de sobrevivientes, tiene como objeto central la protección de la familia, sin 

encontrar distinción respecto de la forma en la que la misma se encuentra conformada o la naturaleza 

de los vínculos entre los miembros que la conforman.  

En esa materia, desde antaño, los pronunciamientos del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, 

han sido coherentes en establecer a través de una línea jurisprudencial sólida que, el criterio 

determinante para establecer quien tiene el derecho a la pensión de sobrevivientes o a suceder 

pensionalmente al causante, es el de la convivencia, pues como lo ha sostenido el Máximo órgano de la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo,  

“(…) la finalidad es beneficiar a quienes realmente compartían vida con el causante, pues la 

pensión de sobrevivientes, como antes se ha mencionado, busca proteger a quien ha convivido 

permanente, responsable y efectivamente con el pensionado, de manera que lo que se ampara 

es una comunidad de vida estable y permanente, por oposición a una relación fugaz y 

pasajera”.3 (Subrayado fuera del texto original) 

En esa misma línea, esas corporaciones han recurrido al criterio de la convivencia para establecer quien 

tiene derecho a la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional, especialmente en la resolución de 

situaciones relacionadas con la alegada convivencia simultánea entre el causante y cónyuges/ 

compañeras permanentes, según sea el caso. El máximo órgano de la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, siguiendo la interpretación que la Corte Constitucional le había dado al artículo 47 de la 

                                                             
1
 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, M.P. Gerardo Arenas Monsalve, sentencia del 25 de octubre de 2012, 

proceso con radicado No. 76001-23-31-000-2006-00420-01 y número interno 0358-11. 
2
 Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-1035 (22- 10-2008) Op. cit. 

3 T-566 de octubre 7 de 1998, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; C-080 de febrero 17 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; T-425 de 

mayo 6 de 2004, M. P. Álvaro Tafur Galvis; T-921 de noviembre 17 de 2010, M. P. Nilson Pinilla Pinilla. Citado por: Consejo de Estado, Sala de 

lo contencioso administrativo, sección segunda, subsección B. Consejera ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación número: 70001-23-

33-000-2015-00069-01(4115-16) 
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ley 100 de 1993, estimó que:   

“(…) para establecer qué persona tiene derecho a la sustitución pensional (…) es un factor 

determinante, “el compromiso efectivo y de comprensión mutua existente entre la pareja, al 

momento de la muerte de uno de sus integrantes”4 (Subrayado fuera del texto original) 

Con posterioridad el Consejo de Estado reiteró que ante la presencia de conflictos para establecer 

quien tenía derecho a la pensión de sobrevivientes, debía recurrirse a la prueba de la convivencia, el 

auxilio mutuo, la comprensión y la vida en relación con precedencia a su muerte, para establecer la 

titularidad del derecho a la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional5.   

Se trata de una posición que incluso se encuentra conciliada con la Corte Suprema de Justicia, órgano 

que ha considerado que más que el vínculo matrimonial o de hecho, la convivencia es realmente el 

factor determinante de la titularidad del derecho, así: 

“esta sala de la Corte ha sido consistente en adoctrinar que, en el marco del artículo 47 de la 

Ley 100 de 1993, en su redacción original, cuya aplicación a este asunto no se discute, el 

parámetro esencial para determinar quién es el legítimo beneficiario de la pensión de 

sobrevivientes es la convivencia efectiva, real y material entre la pareja, y no tanto la 

naturaleza jurídica del vínculo que se tenga, de manera que, prima facie, no existe una 

preferencia de la cónyuge supérstite sobre la compañera permanente, por el solo hecho de 

mantener el vínculo matrimonial vigente, sino que siempre debe acreditarse el requisito de la 

convivencia, entendida como la que,  

*…+ se puede predicar de quienes además, han mantenido vivo y actuante su vínculo 

mediante al auxilio mutuo –elemento esencial del matrimonio según el artículo 13 

del CC-, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico 

y con vida en común que se satisface cuando se comparten los recursos que se 

tienen, con vida en común o aún en la separación cuando así se impone por fuerza de 

las circunstancias, ora por limitación de medios, ora por oportunidades laborales… 

(CSJ SL, 31 en. 2007, rad. 29601, reiterada en CSJ SL5640-2015)”6 

Sobre éste último punto en concreto, la Corte Suprema de Justicia ha establecido que en los eventos en 

los cuales se demuestre por parte de ambas solicitantes (cónyuge y compañeras permanentes) la 

convivencia efectiva con el causante, entendida esta como “(…) el elemento central y estructurador del 

derecho”; debe reconocérseles  la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional, según sea el caso, 

de manera proporcional al tiempo convivido inmediatamente anterior al fallecimiento, tal como lo 

regula el artículo 47 de la ley 100 de 1993, para los eventos de convivencia simultánea. La Corte 

Suprema de Justicia lo ha explicado de la siguiente forma: 

“Así las cosas, cuando existe convivencia simultánea resulta inadmisible que una de ellas deba 

verse como parte de la familia del causante y la otra no, o que una tenga un mejor derecho 

que la otra, ya que en relación con el causante se encontraban en idénticas condiciones en 

términos de apoyo, ayuda, protección y afecto. 

Y para ello, ante tal infortunio, que sin lugar a equívoco mengua el sostenimiento económico 

esencial a la familia, al punto que bajo ciertas circunstancias lo puede hasta llegar a eliminar, 

no es atendible que entre esposo (a) y compañero (a) permanente se haga diferencia para 

estos efectos atendiendo el lazo o vínculo jurídico que les ataba al causante, por manera que, 

para la Corte, desde siempre, esto es, desde su vigencia (29 de enero de 2003), la dicha 

disposición debe entenderse que les protege por igual. Así, existiendo simultaneidad en la 

convivencia, no puede aceptarse que uno de aquellos deba verse como parte de la familia del 

causante en tanto que el otro no; o que uno tenga un mejor derecho que el otro, pues, frente a 

                                                             
4 Ídem. 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, M.P. Jesús María Lemos Bustamante, proceso con radicado No. 76001-23-31-000-1999-

01453-01 y número interno 2410-2004 
6
 Ibidem.  
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aquél, que es lo que interesa a la teleología proteccionista de la norma, en vida se 

encontraban en similares condiciones en lo atinente a las expresiones de apoyo, ayuda, 

protección, afecto, etc. 

(…) 

“(…) particularmente en cuanto a la situación de sobrevivencia descrita en su literal a), inciso 

tercero, esto es, en caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes de la 

muerte del causante entre un cónyuge y un compañero o compañera permanente, los 

beneficiarios o beneficiarias de la pensión deban ser ambos en proporción al tiempo de 

convivencia con aquél (sic)”7 

Como se ha dicho, en estos eventos debe demostrarse la “comunidad de vida, forjada en el crisol del 

amor responsable, la ayuda mutua, el afecto entrañable, el apoyo económico, la asistencia solidaria y el 

acompañamiento espiritual, que refleje el propósito de realizar un proyecto de vida de pareja 

responsable y estable, a la par de una convivencia real efectiva y afectiva- durante los años anteriores al 

fallecimiento del afiliado o del pensionado» (CSJ SL, 2 mar. 1999, rad. 11245 y CSJ SL, 14 jun. 2011, rad. 

31605)8. Excluyendo, como lo ha dicho la Corte, “(…) los encuentros pasajeros, casuales o 

esporádicos, e incluso las relaciones que, a pesar de ser prolongadas, no engendren las condiciones 

necesarias de una comunidad de vida”9. 

Dicho lo anterior, se tiene entonces que aun cuando sea posible reconocer el derecho a la sustitución 

pensional o pensión de sobrevivientes a la cónyuge y compañera permanente, en igualdad de 

condiciones, de forma proporcional según los requisitos que establece la norma; es indispensable la 

prueba de la convivencia real y efectiva con el causante en los términos de la jurisprudencia en cita, 

pues se trata del criterio determinante de la titularidad del beneficio, más que incluso la calidad del 

vínculo marital o de hecho sostenido en vida con el que ha causado el derecho.  

Ahora bien, el marco jurídico de la pensión de sobrevivientes, se encuentra en los artículos 46 y 47 de la 

ley 100 de 1993, modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, disposiciones que en cuanto a la 

adquisición de éste derecho por parte de las cónyuges y/o compañeras permanentes del causante, 

rezan la concurrencia de dos siguientes requisitos: i) Tener la condición de beneficiario de esa 

prestación y ii) Si se trata de cónyuge o compañera permanente supérstite deberá demostrar que tuvo 

vida marital con el fallecido por durante los 5 años anteriores al deceso, de manera ininterrumpida. En 

efecto, tales normas son del siguiente tenor literal: 

 

ARTÍCULO 47. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. <Artículo modificado por el 

artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Son beneficiarios de la pensión 

de sobrevivientes: 

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, 

siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más 

años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, 

el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo 

haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no 

menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte; 

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y cuando 
dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y 
no haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y 
tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema 
para obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante 

                                                             
7
 CSJ, Cas. Laboral. Sent. abr. 22/2018, Rad. 45779. M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo.  

8
 Ibidem,  

9
 Ibidem.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#13
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aplicará el literal a) (…)”10 

Así pues, dichos requisitos deberán acreditarse para acceder en forma vitalicia o temporal, al derecho a 

la pensión de sobrevivientes. Como lo ha venido sosteniendo el Consejo de Estado en distintas 

providencias como la sentencia del 24 de febrero de 2015, el reconocimiento “(…) dependerá, en cada 

caso, de los hechos que acrediten los interesados para acceder al beneficio, quienes tienen el deber de 

ejercer una adecuada actividad probatoria para tal fin, con base en los siguientes” 11  (Subrayado fuera 

del texto original):  

“(…) cuando se presente conflicto entre los posibles titulares del derecho a la sustitución debe 

valorarse i) el auxilio o apoyo mutuo, la convivencia efectiva, la comprensión y la vida en común 

al momento de la muerte y ii) la dependencia económica de las potencialmente beneficiarias, 

para efectos del reconocimiento de la prestación”12 

Conforme a lo dicho, es claro que la carga y la efectividad de la prueba resulta fundamental para 

efectos de determinar con absoluta claridad si la solicitante, efectivamente tiene el mejor derecho para 

acceder a éste beneficio.  

Verificado el contexto normativo y jurisprudencial que reviste al caso estudiado, descenderemos a sus 

circunstancias fácticas a fin de determinar si lo pretendido por la Sra. Torres y la Sra. Bohórquez tiene la 

vocación de prosperidad. Ello por cuanto ambas señoras manifiestan tener derecho sobre la pensión 

reconocida en vida al Sr. Cabrales Hernández, en calidad de compañera permanente y cónyuge 

respectivamente, por haber convivido con él durante más de 5 años, así como por depender 

económicamente de aquel.  

Considera esta defensa que ninguna de las reclamantes tiene derecho a lo solicitado. En efecto, las 

pretensiones no tienen vocación de prosperidad pues hasta esta oportunidad existe un precario caudal 

probatorio que permita establecer más allá de cualquier duda, la convivencia efectiva del causante con 

las reclamantes.  

Si bien es cierto en el presente caso, podría en principio considerarse que se encuentran dadas las 

circunstancias necesarias para una eventual convivencia simultanea entre el fallecido y las reclamantes, 

la realidad es que hasta esta oportunidad no existen pruebas contundentes y fehacientes que indiquen 

con algún grado de certeza que en efecto el causante convivía con alguna de las reclamantes. Todo lo 

contrario, existen inconsistencias entre lo dicho por las reclamantes en éste proceso y lo hallado por los 

investigadores del equipo CYZA que evidencian que durante la vida del señor Pedro Cabrales este 

sostenía relaciones amorosas con distintas mujeres de forma simultánea.  

Frente a ello, las normas procesales son precisas al establecer que, “Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”13. En esta 

oportunidad, existen serias dudas para el reconocimiento del derecho, las cuales lejos de ser 

infundadas, surgen de las situaciones que lo revisten, que no permiten colegir por lo menos un inicio de 

certeza respecto a la procedencia del derecho. En cumplimiento de las cargas procesales y probatorias 

impuestas por los códigos, las mismas deberán subsanarse conforme avance el trámite del proceso 

hasta alcanzar un grado de fiabilidad que permita deducir la titularidad del beneficio.  

Empero, contrario a lo anterior, en este momento no se advierte la fehaciente titularidad del derecho 

reclamado por las demandantes, por lo que, de no subsanarse las dudas existentes, se deberá declarar 

la presente excepción, despachar de manera desfavorable las pretensiones de la demanda por no 

                                                             
10

 L. 100/1993, Art. 47 
11

 Radicación No. 25000-23-25-000-2007-00832-01 (0548-09) Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, en la 
que se reconoció una pensión de sobrevivientes con base en la aplicación retrospectiva de la Ley 12 de 1975, a pesar de que el 
fallecimiento había ocurrido en octubre de 1970. 
12

 Consultar entre otras decisiones, la sentencia de 12 de junio de 2014, proferida dentro del proceso identificado con el 
número 540012331000200301297 01 (2336-2013). En esa oportunidad la Sala examinó el caso de una compañera permanente 
que convivió con el causante durante un lapso no inferior a 38 años debidamente acreditados, a quien le fue negado el 
reconocimiento de la sustitución pensional en tanto el pensionado mantenía vigente una unión conyugal.  
13

 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1564 (12-06-2012) “por medio de la cual se expide el Código general del Proceso”. Art 167. 
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hallarse suficientes elementos de juicio que permitan establecer su vocación de prosperidad y absolver 

a nuestra representada de todos los cargos formulados.  

IMPROCEDENCIA DE ACUERDO DE CONCILIACIÓN, POR NO SER LOS DERECHOS PENSIONALES 

SUCEPTIBLES  DE TRANSACCIÓN Y/O DISPOSICIÓN. 

 

En efecto, la proposición de este medio exceptivo se hace necesario ante la supuesta existencia de un 

acuerdo de conciliación entre las Sras. Carmen Bohórquez y María del Rosario García que convinieron 

unánimemente que, el reconocimiento de la pensión sería en un 25% en favor de la Sra. García en 

calidad de cónyuge del finado y el restante 25% en favor de la Sra. Carmen Bohórquez, por ser la 

compañera permanente del mismo señor.    

 

En lo que respecta a esa situación, es imperioso manifestar en primera medida que tal acuerdo no ata 

al juez para obedecer lo que se ha consignado en el mismo o emitir una sentencia favorable a las 

pretensiones. De conformidad con la jurisprudencia Nacional, los derechos laborales son ciertos, 

indiscutibles y por lo tanto no pueden ser objeto de conciliación o transacción.  Así, lo ha dicho la Corte 

Constitucional: 

 

“La transacción es definida en el ordenamiento jurídico colombiano, como “(…) un contrato en 

que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual”14 

Cuando en el litigio objeto de transacción se discute un derecho laboral, el objeto de la 

transacción sólo puede referirse a derechos inciertos y discutibles, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 53 de la Constitución Política.  

En concordancia con lo anterior, el artículo 15 del Código Sustantivo del Trabajo ha establecido 

que “[e]s válida la transacción en los asuntos del trabajo, salvo cuando se trate de derechos 

ciertos e indiscutibles”. 

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la transacción sobre derechos 

laborales no puede recaer sobre derechos ciertos e indiscutibles. Así, en la sentencia C-160 de 

199915 la Corte consideró que: 

“A juicio de la Corte, la conciliación no opera en los procesos ejecutivos, porque en 

razón de su naturaleza la conciliación busca crear una situación de certeza en 

cuanto a los derechos laborales que el trabajador reclama al empleador, lo cual, 

por sustracción de materia no se requiere cuando ya se posee un título ejecutivo del 

cual emana una obligación a cargo de éste que para el trabajador configura un 

derecho cierto e indiscutible que no se puede renunciar ni negociar, como lo prevé 

el art. 53 de la Constitución Política”. 

De ahí a que esta defensa, mantenga la posición de la inviabilidad del acuerdo de conciliación celebrado 

entre las partes, puesto que, como se advierte de la jurisprudencia en cita, las pensiones por regla 

general no pueden ser objeto de conciliación o transacción. 

 

Conviene dejar en claro, que el acuerdo es ineficaz. Ello, porque podría ser admisible el acercamiento 

con fines conciliatorios o de transacción entre la entidad que reconoce el derecho y el beneficiario 

potencial del mismo. No sucede así, entre personas naturales, por ejemplo, entre un beneficiario y un 

tercero, pues las pensiones (en especial la de sobrevivientes) se reconocen “intuito personae”, es decir, 

en relación con la calidad de la persona que adquiere el derecho como beneficiario del causante. De ahí 

                                                             
14 Código Civil, artículo 2469. 
15 MP. Antonio Barrera Carbonell. En esta sentencia, la Corte estudió la constitucionalidad de los artículos de la 
Ley 446 de 1998, que establecían la conciliación prejudicial obligatoria en materia laboral, como requisito de 
procedibilidad. La Corte concluyó que dichos artículos eran inconstitucionales, entre otras razones, porque no 
determinaron los casos en los que la conciliación prejudicial no era obligatoria, tales como los procesos laborales 
ejecutivos, pues en estos casos no existía incertidumbre sobre la titularidad de los derechos 
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a que sean improcedentes los acuerdos de conciliación con miras a transferir el derecho o parte del 

mismo a otra persona, pues a su vez, se caracterizan por ser intransferibles.  

 

Aunado a lo anterior, la posibilidad de conciliación es aún más reducida si se tiene en cuenta que, no se 

puede disponer de una prestación sobre la cual no se tiene certeza porque el derecho está siendo 

discutido en un proceso judicial, el cual termina con decisión en firme.   

 

En el caso en concreto, la convención celebrada entre las señoras demandantes con miras a la 

disposición de una pensión de sobrevivientes no tiene eficacia y el juez de esta instancia deberá 

resolver el conflicto puesto a su disposición, conforme lo que fehacientemente se pruebe en el proceso, 

sin ser relevante para ello, el acuerdo a que las mismas suscribieron.  

BUENA FE 

 

Consideramos oportuno aclarar que la actuación de la Unidad Administrativa Especial de Gestión 

Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- UGPP, se encontró ajustada a derecho, 

pues en el trámite administrativo de la solicitud de reconocimiento de la sustitución pensional,  y ante 

la concurrencia de dos supuestas beneficiarias de la misma calidad, del derecho pensional, la entidad 

procedió a dar estricta aplicación a lo preceptuado por el artículo 6º del Decreto ley 1204 de 2008.  

Dicha normativa, dictamina que, en caso de controversias entre cónyuges y compañeras permanentes 

para efectos de sustitución pensional, la entidad administradora de la pensión deberá suspender el 

derecho hasta tanto no se decida en sede judicial a quien verdaderamente le corresponda, así: 

Artículo 6°. Definición del derecho a sustitución pensional en caso de controversia. En caso de 
controversia suscitada entre los beneficiarios por el derecho a acceder a la pensión de 
sustitución, se procederá de la siguiente manera: 

Si la controversia radica entre cónyuges y compañera (o) permanente, y no versa sobre los hijos, 
se procederá reconociéndole a estos el 50% del valor de la pensión, dividido por partes iguales 
entre el número de hijos comprendidos. El 50% restante, quedará pendiente de pago, por parte 
del operador, mientras la jurisdicción correspondiente defina a quién se le debe asignar y en qué 
proporción, sea cónyuge o compañero (a) permanente o ambos si es el caso, conforme al grado 
de convivencia ejercido con el causante, según las normas legales que la regulan. Si no 
existieren hijos, el total de la pensión quedará en suspenso hasta que la jurisdicción 
correspondiente dirima el conflicto. 

Si la controversia radica entre hijos y no existiere cónyuge o compañero (a) permanente que 
reclame la pensión, el 100% de la pensión se repartirá en iguales partes entre el total de hijos 
reclamantes, pero solo se ordenará pagar las cuotas que no estuvieran en conflicto, en espera a 
que la jurisdicción decida. Si existe cónyuge o compañero (a) permanente se asignará el 50% a 
este o estas(os) y sobre el 50% correspondiente a los hijos se procederá como se dispuso 
precedentemente. 

Con lo cual queda claro que, el actuar de nuestra representada en el trámite impartido a la solicitud 

pensional realizada por la demandante no fue arbitrario, sino que correspondió a la obediencia estricta 

de las normas vigentes.  

Así las cosas, se debe presumir la buena fe en todas las actuaciones llevadas a cabo por mi defendida en 

el asunto que aquí nos encuentra, toda vez que siguieron todos los lineamientos establecidos en la Ley 

100 de 1993, sin menoscabar ni desconocer derecho alguno al accionante al momento de negar la 

sustitución pensional, pues dicha decisión estuvo fundamentada en lo que al respecto establecen las 

normas vigentes antes citadas. En ese sentido no ha existido mala fe en el trámite dado en sede 

administrativa a las peticiones y hechos de que trata este proceso. 

PRESCRIPCIÓN TRIENAL 

 



 

 

FÓRUM ABOGADOS S.A.       
UNA ORGANIZACIÓN ESPECIALIZADA EN ASESORÍA JURÍDICA 

 Calle 61B No. 10 – 51  Calle 100 No. 17A –36 Oficina 506 
                 MONTERÍA CÓRDOBA                                                                                                                         BOGOTÁ D.C. 
                   PBX: (4) 7-89 28 58                                                                                                                  www.forumabogadossa.co 

Ya se ha argumentado de manera suficiente las razones por las cuales esta defensa considera que la 

parte activa en esta causa, no ostenta el derecho que reclama; no obstante, si el despacho considera 

que el mismo le asiste al solicitante, solicitamos comedidamente se declare la prescripción extintiva de 

las mesadas que se causaron con posterioridad a la fecha en que se hizo exigible la respectiva 

prestación y sobre las cuales recayó el fenómeno jurídico de la prescripción, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, que establece: 

 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán 

en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

 

El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, 

sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, 

pero sólo por un lapso igual.” 

 

Por su parte, el artículo 102 del Decreto 1848 de 1969, señala:  

 

“Prescripción de acciones. 

 

1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el decreto 3135 de 1968 

y en este decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 

obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 

prescripción, pero solo por un lapso igual.” 

 

De esta forma, solicitamos a su Despacho, de la forma más respetuosa, que, si llegare a considerar que 

hay derecho a lo pedido, considere a declarar la prosperidad de la presente excepción sobre todas 

aquellas mesadas causadas con anterioridad a los 3 años que precedieron a la reclamación están 

prescitas 

 

MEDIOS DE PRUEBA 

 

Solicito que se decreten, practiquen y tengan como pruebas las siguientes: 

 

DOCUMENTALES: 

 

 Expediente Administrativo el cual se aporta en medio magnético dentro de la 

oportunidad procesal. 

 

TESTIMONIALES. 

 

 Cítese a los señores que aparecen referenciados en el acápite de pruebas testimoniales de 

la demanda, para que declaren sobre los hechos que les consten en este proceso. Lo 

anterior con el fin de precaver, que, ante la eventual renuncia o desistimiento por la parte 

demandante, de dichos medios de prueba, estos en todo caso sean decretados en favor de 

nuestra representada.    

 

 Cítese a los señores: Duilio José Cuello Guerra identificado con cédula de ciudadanía No. 

78.105.391 de Ayapel, en la carrera 5 A No. 34 – 46 barrio Santana en el municipio de 

Ayapel; Carmen Ojeda Álvarez, identificada con cédula de ciudadanía No. 25.809.526 de 

Ayapel, en la carrera 5 No. 36 - 49 barrio Santana; Estebana Cabrales Hernández 

identificada con cédula de ciudadanía No. 34.957.629, en la calle 52 No. 12 - 30 

Apartamento 301 edificio Fontanilla, en la ciudad de Montería y Antonia Cabrales de 
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Gómez identificada con cédula de ciudadanía No. 34.959.376 de Montería, en la calle 15 A 

No. 14 – 45 barrio Urbina, en la ciudad de Montería; para que declaren sobre los hechos 

que les consten en este proceso.  

 

INTERROGATORIO DE PARTE 

 

 Cítese a las señoras Carmen Bohórquez y María García, para que absuelva 

interrogatorio de parte sobre los hechos relatados en la demanda.  

 

 

ANEXOS 

 

• Poder para actuar. 

NOTIFICACIONES 

 

• Al Suscrito en la Calle 61 B No.10-51 Barrio La Castellana de la Ciudad de Montería. 

• A la Demandada en la Ciudad de Bogotá D.C Calle19 # 68A – 18. 

 

CORREOS ELECTRÓNICOS: 

 

• notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 

• opacheco@ugpp.gov.co 

 

De usted. 

 

Muy atentamente, 

 

 

ORLANDO DAVID PACHECO CHICA 
C.C. No. 79.941.567 expedida en Bogotá D.C. 
T.P. No. 138.159 del C.S de la J 

 
Proyectó: Alejandra Salgado Narváez 

Aprobó: ODPCH 
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Para lo de su competencia 

Juzgado Sexto Administra�vo Oral de Montería

De: MONICA PATRICIA PETRO MONTES <monica.petro@cordoba.gov.co> 
Enviado: miércoles, 10 de marzo de 2021 14:22 
Para: Juzgado 06 Administra�vo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: jamirmuñoz@hotmail.com <jamirmuñoz@hotmail.com>; Gustavo Adolfo Amaya Zamudio
<no�ficacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>; No�ficaciones Judiciales <notjudicial@fiduprevisora.com.co>;
no�ficacionesjudiciales@ugpp.gov.co <no�ficacionesjudiciales@ugpp.gov.co> 
Asunto: CONTESTACION DEMANDA -RAD 2019-00258
 

EN CALIDAD DE APODERADA DEL DPTO DE CORDOBA REMITO CONTESTACION A LA DEMANDA FORMULADA POR
CARMEN BOHORQUEZ HERNANDEZ Y MARIA GARCIA ESPINOSA CONTRA FPSM, DEPTO DE CORDOBA Y OTROS. RAD
2019-00258, CON CONSTANCIA DE NOTIFICACION A LAS PARTES.

ADJUNTO. MEMORIAL DE CONTESTACION, ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS, PODER CON ANEXOS. 

ATTE.

MONICA PETRO MONTES
T.P. No. 112572 del C.S.J.

MONICA PETRO MONTES 
Profesional Universitaria (E) 
Oficina Asesora Jurídica

Teléfono: (+57) 3135691242 
Dirección: Palacio de Naín. Calle 27 No. 3-28, Montería
Email: Monica.petro@cordoba.gov.co
Sitio Web: http://www.cordoba.gov.co/
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Doctora
ILIANA ARGEL CUADRADO
Juez Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería
E. S.D.

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante: CARMEN BOHORQUEZ HERNANDEZ

MARIA GARCIA ESPINOSA
Demandados: FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO, FIDUPREVISORA, DEPARTAMENTO DE
CORDOBA Y UGPP

Radicado: 23.001.33.33.006.2019.00258

MONICA PATRICIA PETRO MONTES, Mujer mayor de edad, domiciliada en la ciudad de
Montería, identificada con la cédula de ciudadanía No. 50.927.364 de Montería, portadora
de la Tarjeta Profesional No. 112572 del  Consejo Superior de la Judicatura,  obrando en
representación del Departamento de Córdoba según poder otorgado por el Jefe de la
Oficina Asesora Jurídica del Departamento, quien se encuentra delegado para designar o
postular a través de la suscripción de poderes a los abogados para representar
judicialmente al Departamento de Córdoba, igualmente mayor de edad, vecino de Montería,
con domicilio en la Calle 27 Cra Nº 3-28,  me ha conferido poder amplio y suficiente para
que mediante el presente escrito y dentro del término legal acuda ante su Despacho con el
fin de contestar  la demanda de la referencia, en los siguientes términos:

HECHOS

PRIMERO: NO ME CONSTA, no se adjunta al traslado de la demanda.

SEGUNDO: NO ME CONSTA, no se adjunta al traslado de la demanda y el acto
administrativo fue expedido por una entidad ajena a mi poderdante.

TERCERO: ES CIERTO, según fotocopia del registro civil de nacimiento con indicativo
serial No. 08980326 de la Notaria Única de Ayapel, Córdoba, que se adjunta al traslado de
la demanda.

CUARTO: NO ME CONSTA, no se adjunta prueba al traslado de la demanda.

QUINTO: NO ME CONSTA, no se adjunta prueba al traslado de la demanda.

SEXTO: NO ME CONSTA, es una apreciación del apoderado de la demandante, debe
probarse.

SEPTIMO: NO ME CONSTA, es una apreciación del apoderado de la demandante respecto
a la dependencia económica de la señora CARMEN ISELA BOHORQUEZ HERNANDEZ
sobre el causante.

OCTAVO: NO ME CONSTA, las fotocopias de los registros civiles de nacimientos adjuntos
al traslado de la demanda no son legibles.

NOVENO: NO ME CONSTA, son hechos que debieron ser analizados y estudiados por los
fondos competentes para dirimir el derecho de las demandantes y son ajenas a mi
poderdante. Igualmente debe probarse dentro del proceso.

DECIMO: NO ME CONSTA, son situaciones que deben ser estudiadas por los fondos y
entes competentes. Debe probarse.

DECIMO PRIMERO: ES CIERTO, según fotocopia de las Resoluciones No. RDP 047171
de fecha 15 de diciembre de 2018, No. RDP 020630 de fecha 6 de junio de 2018, expedidas
por el subdirector de determinación de derechos pensionales de la Unidad de Gestión
Pensional y Parafiscal -UGPP y Resoluciones No. 0326 de fecha 30 de enero de 2019 y
0692 de fecha 4 de marzo de 2019 expedidas por el Fondo de Prestaciones Sociales del
Magisterio, adjuntas al traslado de la demanda.



DECIMO SEGUNDO: SE PRESUME CIERTO, en virtud de los derechos reconocidos en
los actos administrativos citados en el numeral anterior.

PRETENSIONES

Me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas solicitadas, por cuanto el
Departamento de Córdoba no se encuentra legitimado en la causa por pasiva para conocer
de este proceso, toda vez que las pretensiones no son de resorte de mi poderdante sino
del Ministerio de Educación, Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Unidad de
Gestión Pensional y Parafiscal de la Protección Social UGPP, toda vez que fueron estas
quienes reconocieron la pensión al señor PEDRO RAFAEL CABRALES HERNANDEZ, de
la cual pretenden ser beneficiarias las demandantes.

FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA

El apoderado de las demandantes pretende la sustitución del 50 % de la pensión reconocida
por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y Unidad de Gestión Pensional y
Parafiscal de la Protección Social UGPP al señor PEDRO RAFAEL CABRALES
HERNANDEZ, quien falleció el día 07 de septiembre de 2017 según se indica en los hechos
de la demanda y negada a las señoras MARIA DEL ROSARIO GARCIA ESPINOSA en
calidad de cónyuge Y CARMEN ISELA BOHORQUEZ HERNANDEZ, en calidad de
compañera permanente, por Resolución No. 0326 de fecha 30 de enero de 2019 expedida
por el FPSM Y Resolución No. RDP 020630 de fecha 6 de junio de 2018 expedida por la
UGPP.

La defensa del Departamento de Córdoba considera que el presente asunto no es de
resorte del mismo, por lo que propone las siguientes excepciones:

1. INEPTA DEMANDA POR FALTA DE CLARIDAD Y PRECISION EN LAS
PRETENSIONES.

Revisado el libelo de la demanda, se evidencia que el apoderado de las actoras no
individualizó de manera precisa los actos administrativos de los cuales pretende su nulidad.
Por consiguiente, la demanda no cumple con los requisitos contenidos en el articulo 162
del CPACA, en cuanto al numeral 2, que señala:

“Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá:
2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se
formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para la
acumulación de pretensiones (el subrayado es nuestro) (…)”.

En el mismo sentido, el “ARTÍCULO 163 ibidem, establece: “INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS
PRETENSIONES. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo este se debe
individualizar con toda precisión. Si el acto fue objeto de recursos ante la administración se
entenderán demandados los actos que los resolvieron (…)”.

A su vez, el articulo 306 del C.P.A.C.A., señala que en los aspectos no contemplados en
este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la
naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo
Contencioso Administrativo.

Por ello encontramos en el numeral 7º del artículo 97 del C.P.C., en cuanto a las causales
de excepciones previas, la: “Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o
por indebida acumulación de pretensiones”. Y uno de los requisitos formales de la demanda
en lo contencioso administrativo es como se manifestó anteriormente lo dispuesto en el
numeral 2 del artículo 162 del C.P.A.C.A.



Así mismo en el artículo 138 del C.P.A.C.A. consagra el medio de control de nulidad y
restablecimiento del derecho. Dicha norma determina: “Toda persona que se crea lesionada
en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la
nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho;
también podrá solicitar que se le repare el daño…”.

De conformidad con la norma anterior, es fundamental que en la demanda de nulidad y
restablecimiento del derecho, sea individualizado con toda precisión el acto administrativo
del que se pretenda la nulidad.

2. FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA

La legitimación en la causa, ha dicho el profesor Hernando Devis Echandía, en su obra
Compendio de Derecho Procesal, Teoría General del Proceso, tomo 1, Decimotercera
Edición 1994, ED. DIKE,: ‘...Se refiere a la relación sustancial que se pretende que existe
entre las partes del proceso y el interés sustancial en litigio o que es objeto de la decisión
reclamada... Creemos que se precisa mejor la naturaleza de esa condición o calidad o
idoneidad; así en los procesos contenciosos, la legitimación en la causa consiste, respecto
del demandante, en ser la persona que de conformidad con la Ley sustancial está legitimada
para que por sentencia de fondo o mérito se resuelva si existe o no el derecho o la relación
jurídica sustancial pretendida en la Demanda...’.”.

Para el caso en concreto, está plenamente demostrado que la entidad encargada de
manejar los recursos de los docentes que se encuentran afiliados al Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio es el Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio;
y el demandante se encuentran afiliado al Fondo, así fue constatado en la base de datos
del Fondo de Prestaciones.

El consejo de Estado en providencia del 6 de agosto de 2012, radicado 11001-03-15-000-
2012- 01063-00, señaló que la legitimación en la causa corresponde a la calidad que tiene
una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es
sujeto de la relación jurídica sustancial. En otros términos, consiste en la posibilidad que
tiene la parte demandante de reclamar el derecho invocado en la demanda – legitimación
por activa y de hacerlo frente a quien fue demandado legitimación por pasiva, por haber
sido parte de la relación material que dio lugar a litigio”.

El artículo 8 del decreto 234 de 1998, que establece la función que tiene el representante
del Ministerio de Educación nacional (que el Secretario de Educación Departamental o
Distrital según el caso) y el coordinador regional de prestaciones sociales de expedir las
resoluciones de reconocimiento de pensión al personal docente. Y a su vez el artículo 56
de la Ley 962 de 2005, señala:

Artículo 56. Racionalización de Tramites en Materia del fondo de Prestaciones Sociales del
Magisterio: Las prestaciones sociales que pagará el fondo Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio, serán reconocidas por el citado fondo, mediante la aprobación del
proyecto de Resolución por parte de quien administre el fondo, el cual debe ser elaborado
por el secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que
se encuentre vinculado el docente, el acto administrativo se hará mediante Resolución que
llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.

La Ley 91 de 1989, creó el "Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio"; en
su artículo 4º se precisa el ámbito de su objetivo, en los siguientes términos: "El Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las prestaciones sociales de
los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la
promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del artículo 2. Y de los que se
vinculen con posterioridad a ella.



Serán automáticamente afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la
fecha de la promulgación de la presente Ley, quienes quedan eximidos del requisito
económico de afiliación. Los requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor
administración del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las
entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en los convenios
interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos los
requisitos de afiliación de naturaleza formal, normativa y económica.

A su vez, el artículo 2 de la misma Ley 91 de 1989, menciona las entidades que debían
asumir las obligaciones prestacionales del personal docente; en su numeral 5 expresa: "Las
prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir del
momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán pagados
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades
territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las
entidades que hicieren resulten adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley
a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales no causadas o no exigibles".

Si bien es cierto que la Secretaria de Educación Del Departamento de Córdoba es la que
proyecta la liquidación de las prestaciones sociales de los docentes que se encuentran
afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ésta lo hace por delegación,
pero quien aprueba y paga la cesantías es  el Fondo de Prestaciones Sociales del
Magisterio  a través de Fiduprevisora, por cuanto al departamento no llegan los recursos
para esta prestación, ya que estos son girados directamente al Fondo  de Prestaciones
sociales del Magisterio y estos consignan directamente a las cuentas de cada afiliado.

La secretaría de educación cuando estudia las solicitudes de cesantías de esos docentes,
no lo hace en representación de este ente Territorial sino porque así lo establece el decreto
2831 de 2005, en sus artículos 3, 4 5 que a la letra dicen:

Artículos 3, 4 y 5 del decreto 2831 de 2005:

ARTICULO 3º: Gestión a cargo de las secretarias de educación de acuerdo lo establecido
en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de
las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo de
Prestaciones Sociales del magisterio, será efectuado a través de las secretarias de
educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces.

Para tal efecto la secretaria de educación de la entidad territorial certificada
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente deberá:

1.- recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopten la sociedad fiduciaria
encargada del manejo de los recursos de dicho fondo.

2.- Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del
fondo y conforme a los formatos únicos por ésta adoptados, certificación de tiempo de
servicio y régimen salarial y prestacional del docente peticionario o causahabiente, de
acuerdo con la normatividad vigente.

3.- Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento y dentro de los
15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada
del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior
del presente artículo.



4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y
administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales el Magisterio
suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de
dicho fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005y las normas que las
adicionen o modifiquen y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos
y con las formalidades y efectos previstos en la Ley.

5.- Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio copia de los actos administrativos de
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia
de ejecutoria para efecto de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se
encuentren en firme.

ARTICULO 4º: Tramite de solicitudes: El proyecto de acto administrativo de reconocimiento
de prestaciones que elabórela secretaria de educación o la entidad que haga sus veces, de
la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el
solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los
recursos del Fondo para su aprobación.

Dentro de los 15 días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad
fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisas las razones de su
decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaria de educación.

ARTICULO 5º: Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad
fiduciaria encargada del manejo de los recursos del fondo, deberá ser suscrito por el
secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las
formalidades y efectos previstos en la Ley.

Como se puede observar al revisar las normas transcritas, queda demostrado que a la
Gobernación de Córdoba no le corresponde el reconocimiento y pago de la sustitución
pensional de las demandantes, toda vez que es el Ministerio de Educación por ser el Fondo
de Prestaciones Sociales quien reconoció por una parte la pensión de vejez del causante y
por la otra la pensión gracia fue reconocida por la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal
(UGPP). En consecuencia, son estas las llamadas a establecer el derecho de las actoras.

3. NO COMPRENDER LA DEMANDA TODOS LOS LITIS CONSORCIOS
NECESARIOS- FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO
E INTEGRACION DEL CONTRADICTORIO”.

Se evidencia en el auto admisorio de la demanda y en las pretensiones de la misma que
no se vincula a LA NACION, MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, por lo que se
hace necesario citarlos en calidad de litis consorcio necesario para que controviertan cada
uno de los hechos y pretensiones de la demanda, por ser el Fondo de Prestaciones Sociales
del Magisterio quien reconoce la pensión de jubilación al docente fallecido PEDRO RAFAEL
CABRALES HERNANDEZ (Q.E.P.D.), la cual es objeto de reclamación en esta instancia
por las señoras MARIA DEL ROSARIO GARCIA ESPINOSA Y CARMEN ISELA
BOHORQUEZ HERNANDEZ en calidad de cónyuge y compañera permanente
respectivamente, en el 50% del valor total de la misma.

Es necesario vincular al Ministerio de Educación Nacional a fin de que comparezca en el
proceso, toda vez que es quien dispone de los recursos económicos del Sistema General
de participaciones, con los cuales se asume las obligaciones de la nómina de educación,
por consiguiente, en una eventual condena podría verse comprometido el presupuesto
establecido para ello, lo que implica su comparecencia en el proceso.



Lo anterior, tomando como base lo estipulado por el inciso 2º del artículo 61 del Código
General del Proceso, el cual dispone:

“Artículo 61. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio.

Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible
decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones
o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse
contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará
notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y
con el término de comparecencia dispuestos para el demandado.

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la
citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya
dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para
que comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término.

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá
sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás.
Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia
si emanan de todos.

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante que no figure en la
demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio”.

Como quiera que el objeto demandado en el presente asunto tiene que ver con el
reconocimiento y pago de derechos laborales y que las mismas están a CARGO del
SISTEMA GENERIAL DE PARTICIPACIONES o en su defecto de RECURSOS DEL
PRESUPUESTO NACIONAL, como lo establece las leyes 1450 de 2011 y 1753 de 2015,
pues los mismos son manejados directamente por el MINISTERIO DE EDUCACION
NACIONAL, siendo necesaria su intervención en el trámite de este asunto, teniendo en
cuenta las pretensiones objeto de esta demanda, lo cual garantizaría el derecho al debido
proceso material. Lo anterior a fin de que se determine quién asumiría y con qué recursos
una eventual condena en los asuntos de marras.

4. COBRO DE LO NO DEBIDO

No existe obligación por parte del Departamento de Córdoba de cancelar mesadas
pensionales a las señoras MARIA DEL ROSARIO GARCIA ESPINOSA Y CARMEN ISELA
BOHORQUEZ HERNANDEZ. En caso que les asista el derecho, le corresponde al
Ministerio de Educación Nacional, Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio,
Fiduprevisora S.A. cancelar las mesadas pensionales a las que tuvieren derecho.

5. LA GENÉRICA O INNOMINADA

Solicito, igualmente, se declare cualquiera otra excepción que resulte probada durante el
transcurso del presente proceso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 del
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

En razón de lo anterior, solicito a la distinguida Juez se sirva dar por probada las
excepciones propuestas.



PRUEBAS:

Las que reposan en el Expediente y que fueron aportadas por el apoderado de las
demandantes.

Las que se adjuntan en dos archivos pdf que contienen el expediente administrativo del
docente fallecido PEDRO RAFAEL CABRALES HERNANDEZ, carpeta 1 con 64 folios y
carpeta 2 con 68 folios, entre los cuales se encuentran los siguientes documentos:

1. Resolución No. 14925 de fecha 12 de junio de 2013 por medio de la cual el Fondo
de Prestaciones Sociales del Magisterio reconoció la pensión de jubilación del
docente fallecido PEDRO RAFAEL CABRALES HERNANDEZ.

2. Resolución No. 0692 de 2019 que modifica la Resolución No. 0326 del 30 de enero
de 2019.

3. Resolución No. 0326 de 2019 por medio de la cual el Fondo de Prestaciones
Sociales del Magisterio ordena la sustitución pensional.

ANEXOS

1. Poder para actuar.
2. Copia del acta de posesión del Jefe de la Oficina Jurídica.
3. Copia del decreto Nº 000047 de fecha Febrero 4 del año 2008, a través del cual

facultan al Jefe de la Oficina Asesora Jurídica para otorgar poderes.
4. Certificado laboral No. 000005 de 2021 expedido por la Directora de Personal
5. Decreto de nombramiento No. 000072 de 2020 como Jefe de la Oficina Asesora

Jurídica

NOTIFICACIONES

Las recibiré en la secretaría de la Oficina Jurídica del Departamento de Córdoba ubicada
en la calle 27 Nº 3-28 Piso 3ª, o en la secretaría del Juzgado. Al correo electrónico
institucional notificacionesjudiciales@cordoba.gov.co y/o monica.petro@cordoba.gov.co

Cordialmente,

MONICA PATRICIA PETRO MONTES
C.C Nº 50.927.364 de Montería
T.P Nº 112572 del C. S. J.
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Señor: 

JUEZ SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: 

 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  CARMEN ISELA BOHORQUEZ HERNÁNDEZ Y MARÍA DEL 

ROSARIO GARCÍA ESPINOZA   

DEMANDADO:   UGPP  

RADICADO:    2019-00258 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

ORLANDO DAVID PACHECO CHICA, identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, 

obrando como apoderado judicial de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 

Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, para los Departamentos de 

Córdoba y Sucre, en virtud del poder general que me fue otorgado por Dra. Alejandra Avella Peña en su 

calidad de Directora Jurídica de la referida entidad, como consta en Escritura Pública No. 1842 y 2425 

de la Notaria Cuarenta y Siete (47) del Circulo de Bogotá, por medio del presente escrito, 

respetuosamente, acudo ante esta Judicatura dentro del término legal correspondiente, con el fin de 

contestar la demanda presentada por las Sras. Carmen Bohórquez y María del Rosario García, en contra 

de mi representada. 

 

En atención a lo contenido en el artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo- CPACA, nos permitiremos darle contestación a la demanda, refiriéndonos 

en primera medida a las pretensiones y los hechos esgrimidos en el líbelo; posteriormente, 

expondremos las razones de nuestra defensa, proponiendo las respectivas excepciones previas y de 

merito que consideramos encuentran asidero en relación con el caso que nos convoca; para finalmente 

referirnos al decreto de pruebas.  

RESPECTO DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

A través del presente proceso, las actoras solicitan que previa declaratoria de nulidad de los actos 

administrativos demandados, se condene a nuestra poderdante al reconocimiento y pago de la 

sustitución pensional, que afirma les asiste por haber sido compañera permanente y cónyuge del 

fallecido Sr. Pedro Cabrales Hernández y haber convivido con el fallecido hasta la fecha de su muerte; 

en una proporción del 25% para cada una. Así mismo solicitan como consecuencia de lo anterior, que 

sea ordenado el pago del respectivo retroactivo pensional, debidamente indexado.  

 

Frente a lo anterior, esta defensa se opone a todas las pretensiones esbozadas en el escrito contentivo 

de la demanda tendientes al reconocimiento y pago de una sustitución pensional en favor de las 

demandantes en razón a que NO tienen derecho a lo pretendido, pues hasta este momento procesal no 

se encuentra suficiente respaldo probatorio que permita acreditar que cumple con los requisitos 

exigidos por los artículos 46 y 47 de la ley 100 de 1993, para ser beneficiarias de la prestación que 

requieren. 

 

Fundamentaremos estas tesis con mayor amplitud en el desarrollo de los medios exceptivos que se 

propondrán en apartes posteriores, los cuales por encontrarse configurados justifican la denegación de 

las pretensiones de la demanda y la absolución de nuestra defendida de todos los cargos formulados. 
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RESPECTO A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

En lo que respecta a los hechos, esta defensa se refiere a los mismos en los siguientes términos:  

 

PRIMERO: No nos consta que el señor Pedro Cabrales Hernández haya tenido la calidad de pensionado 

como docente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pues ello corresponde a 

realmente a actuaciones de esta ultima entidad. Que se pruebe.  

 

SEGUNDO: Es cierto, el señor Pedro Cabrales Hernández era pensionado de la extinta Cajanal, 

mediante resolución No. 14831 del 08 de agosto de 2003, que reconoció una pensión de jubilación 

gracia, en cuantía de $969.011,15 efectiva a partir del 20 de octubre de 2001. 

 

TERCERO: Es cierto, el causante falleció el 7 de septiembre de 2017, según Registro Civil de Defunción. 

 

CUARTO: Es cierto, el causante y la señora Maria del Rosario García Espinosa contrajeron matrimonio el 

día 17 de julio de 1976, y no obra prueba de que haya sido disuelto ni liquidado.  

 

QUINTO: No nos consta que a pesar de que el señor Pedro Cabrales no conviviera con la señora García 

Espinosa este le siguiese suministrando los alimentos necesarios para su subsistencia pues no tenemos 

constancia de ello en los antecedentes administrativos. Que se pruebe.  

 

SEXTO: No nos consta que el causante haya convivido durante 25 años en unión de vida estable y 

permanente con la señora Carmen Bohórquez hasta el día de su muerte, pues no existen constancias de 

ello en los antecedentes administrativos. De hecho, de lo que si se encuentra constancia es que en vida 

el señor Pedro Cabrales mantuvo relaciones amorosas con distintas mujeres, algunas de ellas, las 

demandantes con lo cual, es bastante improbable que el causante haya mantenido una relación 

permanente y singular con la demandante en los términos por ella descritos. Que se pruebe.  

 

SÉPTIMO: No nos consta que la señora Carmen Bohórquez haya dependido económicamente del señor 

Pedro Cabrales y que era afiliada a la seguridad social del FOMAG pues no tenemos constancia de ello 

al pertenecer a la orbita administrativa de esa entidad y no de nuestra poderdante. Que se pruebe 

 

OCTAVO: Es cierto, el causante y la señora Carmen procrearon tres hijos de nombres Pedro, Guadalupe 

y Gisela Cabrales Bohórquez, registros civiles que se encuentren presenten en los antecedentes 

administrativos.  

 

NOVENO: No nos consta, pues en los antecedentes administrativos no obra prueba o acta de 

conciliación suscrita por las partes que dé cuenta del acuerdo para dividirse entre ambas la pensión 

reconocida al señor Pedro. Que se pruebe.  

 

DÉCIMO: No nos consta, pues es imprescindible que se demuestre la convivencia real y efectiva entre 

el señor causante y las demandantes, de manera que se acredite la convivencia simultánea, para que 

pueda afirmarse derecho en favor de las demandantes y como tal prueba hasta ahora no existe, no 

podemos afirmar que entonces ese derecho exista. Deberá probarse. Es cierto que las demandantes 

solicitaron la sustitución pensional a la entidad.  

 

DÉCIMO PRIMERO: Es cierto, la unidad reconoció la sustitución en favor de los hijos del causante 

Pedro, Guadalupe y Gisela Cabrales Bohórquez en una proporción del 50% para ellos y el restante 50% 

quedo en suspenso ante la existencia de controversia entre las señora Carmen Bohórquez, la señora 

María García y hasta que la justicia ordinaria no lo dirimiera.   

 

DÉCIMO SEGUNDO: Es cierto.  
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FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 

 

A través del presente medio de control, las señoras Carmen Bohórquez y María García, pretenden que 

se le sustituya post mortem la prestación pensional del fallecido señor Pedro Cabrales Hernández, pues 

según lo afirma, tienen derecho por haber sido la compañera permanente y cónyuge respectivamente 

del finado, convivido con él durante más de 25 años y depender económicamente del mismo señor. 

 

Para ello solicitan la nulidad de los actos administrativos por medio de los cuales nuestra representada 

negó el derecho a la pensión aludida, en razón a la existencia de controversia en el reconocimiento de 

la prestación entre las demandantes. 

 

En el orden anterior de las cosas, la causa que corresponde dilucidar en el presente proceso gira en 

torno a determinar si ¿Tienen derecho las señoras Carmen Bohórquez y/o María García, a sustituir la 

pensión que devengaba en vida el Sr. Pedro Cabrales Hernández? ¿Se cumplen los requisitos exigidos 

por la norma, para hacerse acreedoras de la referida prestación económica, especialmente el requisito 

de la convivencia? ¿Se configura en este caso la convivencia simultanea? Y si ello es positivo ¿En qué 

proporción sería procedente el reconocimiento de la pensión?   

  

Con el ánimo de darle repuesta a los interrogantes planteados, se sostendrá como tesis que NO le 

asiste derecho alguno a ninguna de las supuestas beneficiarias de la pensión, pues ninguna de ellas, 

hasta esta oportunidad logra acreditar en su totalidad los supuestos de hecho de los artículos 46 y 47 

de la ley 100 de 1993, normas que regulan la pensión de sobrevivientes y que exigen, para los eventos 

de compañeras permanentes y/o cónyuges, la convivencia de la/las solicitante(s) con el difunto durante 

un período mínimo de 5 años inmediatamente anteriores a su deceso.   

 

En esa medida, NO habrá lugar a declarar el derecho reclamado, ni la existencia de convivencia 

simultánea, ni tampoco proporción alguna del derecho pensional en beneficio de las mismas, pues 

como se ha dicho, no se encuentra demostrado el requisito de la convivencia ininterrumpida de 

ninguno de los extremos solicitantes durante 5 años inmediatamente anteriores al deceso del causante. 

Recordemos que, en esta materia, la Jurisprudencia Nacional es pacifica en sostener que más que la 

naturaleza del vínculo matrimonial o de hecho con el causante, el criterio determinante del derecho es 

la convivencia, la cual como se ha dicho NO se encuentra plenamente demostrada. 

 

Los anteriores argumentos se desarrollarán a continuación. 

EXCEPCIONES DE MÉRITO.  

FALTA DE ACREDITACIÓN DE LOS REQUISITOS DE LEY NECESARIOS PARA ADQUIRIR EL DERECHO A LA 

SUSTITUCIÓN PENSIONAL POR PARTE DE LAS DEMANDANTES. 

Afirman las señoras Carmen Bohórquez y María García, que son beneficiarias de la sustitución pensional 

ocasionada en el deceso del Sr. Pedro Cabrales Hernández, por haber sido su compañera permanente y 

cónyuge respectivamente por un período cercano a 30 años, haber convivido con el finado, compartido 

ayuda mutua y depender económicamente del mismo.  

En este contexto, pese a todas las afirmaciones que las anteriores señoras realizaron en sede 

administrativa, la demanda y en las eventuales actuaciones posteriores, lo realmente cierto es que en 

el estudio del presente caso, hasta este momento procesal ninguna de las dos reclamantes ha 

acreditado con suficiencia y sin lugar a equívocos, el requisito de la convivencia para ser beneficiaria de 

la prestación pensional que reclaman.  

Así las cosas, el problema jurídico que incumbirá resolver girará en aras a determinar si ¿Tienen 

derecho las señoras Carmen Bohórquez y María García, a la sustitución pensional del derecho que el 
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fallecido Sr. Pedro Cabrales Hernández percibía en vida? ¿Se encuentran plenamente probados los 

requisitos exigidos por la norma para hacerse acreedoras de la referida prestación?  

La tesis que en el presente medio exceptivo se desarrollará es negativa. Las Sras. Carmen Bohórquez y 

María García, NO tienen derecho a la sustitución de la pensión otorgada en vida al causante, pues no 

cumplen con el requisito de la convivencia para hacerse acreedoras a esa prestación. Recordemos que 

en la materia que nos convoca, más que el vínculo conyugal o de hecho, el criterio determinante de la 

titularidad del derecho es la convivencia ininterrumpida con el causante durante los 5 años 

inmediatamente anteriores a su deceso, la cual no se encuentra demostrada por parte de ninguna de 

las solicitantes como se verá en líneas posteriores.  

En materia de seguridad social, una de las instituciones que propenden por desarrollar las garantías 

constitucionales que establecen la preservación y protección integral de la familia, es la pensión de 

sobrevivientes. Esta, ha sido concebida por la ley 100 de 1993, con el fin de proteger al núcleo familiar 

más básico del causante del derecho, beneficiándolos para que puedan seguir atendiendo sus 

necesidades económicas de subsistencia en las mismas condiciones de las que gozaban en vida del 

causante. Así por ejemplo, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha explicado que: 

 

“(…) la pensión de sobrevivientes tiene como finalidad atender una contingencia derivada de la 

muerte y “suplir la ausencia repentina del apoyo económico que brindaba el empleado al grupo 

familiar y, por ende, evitar que su deceso se traduzca en un cambio sustancial de las condiciones 

mínimas de subsistencia de las personas beneficiarias de dicha prestación.”1 

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia C- 1035 de 2008 entendió que, “El propósito 

perseguido por la Ley al establecer la pensión de sobrevivientes ha sido el de ofrecer un marco de 

protección a los familiares del afiliado o del pensionado que fallece, frente a las contingencias 

económicas derivadas de su muerte”2.  

Conforme a la jurisprudencia que con precedencia se citó, es claro que, fundamentada en el principio 

de solidaridad, la pensión de sobrevivientes, tiene como objeto central la protección de la familia, sin 

encontrar distinción respecto de la forma en la que la misma se encuentra conformada o la naturaleza 

de los vínculos entre los miembros que la conforman.  

En esa materia, desde antaño, los pronunciamientos del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, 

han sido coherentes en establecer a través de una línea jurisprudencial sólida que, el criterio 

determinante para establecer quien tiene el derecho a la pensión de sobrevivientes o a suceder 

pensionalmente al causante, es el de la convivencia, pues como lo ha sostenido el Máximo órgano de la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo,  

“(…) la finalidad es beneficiar a quienes realmente compartían vida con el causante, pues la 

pensión de sobrevivientes, como antes se ha mencionado, busca proteger a quien ha convivido 

permanente, responsable y efectivamente con el pensionado, de manera que lo que se ampara 

es una comunidad de vida estable y permanente, por oposición a una relación fugaz y 

pasajera”.3 (Subrayado fuera del texto original) 

En esa misma línea, esas corporaciones han recurrido al criterio de la convivencia para establecer quien 

tiene derecho a la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional, especialmente en la resolución de 

situaciones relacionadas con la alegada convivencia simultánea entre el causante y cónyuges/ 

compañeras permanentes, según sea el caso. El máximo órgano de la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, siguiendo la interpretación que la Corte Constitucional le había dado al artículo 47 de la 

                                                             
1
 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, M.P. Gerardo Arenas Monsalve, sentencia del 25 de octubre de 2012, 

proceso con radicado No. 76001-23-31-000-2006-00420-01 y número interno 0358-11. 
2
 Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-1035 (22- 10-2008) Op. cit. 

3 T-566 de octubre 7 de 1998, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; C-080 de febrero 17 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; T-425 de 

mayo 6 de 2004, M. P. Álvaro Tafur Galvis; T-921 de noviembre 17 de 2010, M. P. Nilson Pinilla Pinilla. Citado por: Consejo de Estado, Sala de 

lo contencioso administrativo, sección segunda, subsección B. Consejera ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación número: 70001-23-

33-000-2015-00069-01(4115-16) 



 

 

FÓRUM ABOGADOS S.A.       
UNA ORGANIZACIÓN ESPECIALIZADA EN ASESORÍA JURÍDICA 

 Calle 61B No. 10 – 51  Calle 100 No. 17A –36 Oficina 506 
                 MONTERÍA CÓRDOBA                                                                                                                         BOGOTÁ D.C. 
                   PBX: (4) 7-89 28 58                                                                                                                  www.forumabogadossa.co 

ley 100 de 1993, estimó que:   

“(…) para establecer qué persona tiene derecho a la sustitución pensional (…) es un factor 

determinante, “el compromiso efectivo y de comprensión mutua existente entre la pareja, al 

momento de la muerte de uno de sus integrantes”4 (Subrayado fuera del texto original) 

Con posterioridad el Consejo de Estado reiteró que ante la presencia de conflictos para establecer 

quien tenía derecho a la pensión de sobrevivientes, debía recurrirse a la prueba de la convivencia, el 

auxilio mutuo, la comprensión y la vida en relación con precedencia a su muerte, para establecer la 

titularidad del derecho a la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional5.   

Se trata de una posición que incluso se encuentra conciliada con la Corte Suprema de Justicia, órgano 

que ha considerado que más que el vínculo matrimonial o de hecho, la convivencia es realmente el 

factor determinante de la titularidad del derecho, así: 

“esta sala de la Corte ha sido consistente en adoctrinar que, en el marco del artículo 47 de la 

Ley 100 de 1993, en su redacción original, cuya aplicación a este asunto no se discute, el 

parámetro esencial para determinar quién es el legítimo beneficiario de la pensión de 

sobrevivientes es la convivencia efectiva, real y material entre la pareja, y no tanto la 

naturaleza jurídica del vínculo que se tenga, de manera que, prima facie, no existe una 

preferencia de la cónyuge supérstite sobre la compañera permanente, por el solo hecho de 

mantener el vínculo matrimonial vigente, sino que siempre debe acreditarse el requisito de la 

convivencia, entendida como la que,  

*…+ se puede predicar de quienes además, han mantenido vivo y actuante su vínculo 

mediante al auxilio mutuo –elemento esencial del matrimonio según el artículo 13 

del CC-, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico 

y con vida en común que se satisface cuando se comparten los recursos que se 

tienen, con vida en común o aún en la separación cuando así se impone por fuerza de 

las circunstancias, ora por limitación de medios, ora por oportunidades laborales… 

(CSJ SL, 31 en. 2007, rad. 29601, reiterada en CSJ SL5640-2015)”6 

Sobre éste último punto en concreto, la Corte Suprema de Justicia ha establecido que en los eventos en 

los cuales se demuestre por parte de ambas solicitantes (cónyuge y compañeras permanentes) la 

convivencia efectiva con el causante, entendida esta como “(…) el elemento central y estructurador del 

derecho”; debe reconocérseles  la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional, según sea el caso, 

de manera proporcional al tiempo convivido inmediatamente anterior al fallecimiento, tal como lo 

regula el artículo 47 de la ley 100 de 1993, para los eventos de convivencia simultánea. La Corte 

Suprema de Justicia lo ha explicado de la siguiente forma: 

“Así las cosas, cuando existe convivencia simultánea resulta inadmisible que una de ellas deba 

verse como parte de la familia del causante y la otra no, o que una tenga un mejor derecho 

que la otra, ya que en relación con el causante se encontraban en idénticas condiciones en 

términos de apoyo, ayuda, protección y afecto. 

Y para ello, ante tal infortunio, que sin lugar a equívoco mengua el sostenimiento económico 

esencial a la familia, al punto que bajo ciertas circunstancias lo puede hasta llegar a eliminar, 

no es atendible que entre esposo (a) y compañero (a) permanente se haga diferencia para 

estos efectos atendiendo el lazo o vínculo jurídico que les ataba al causante, por manera que, 

para la Corte, desde siempre, esto es, desde su vigencia (29 de enero de 2003), la dicha 

disposición debe entenderse que les protege por igual. Así, existiendo simultaneidad en la 

convivencia, no puede aceptarse que uno de aquellos deba verse como parte de la familia del 

causante en tanto que el otro no; o que uno tenga un mejor derecho que el otro, pues, frente a 

                                                             
4 Ídem. 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, M.P. Jesús María Lemos Bustamante, proceso con radicado No. 76001-23-31-000-1999-

01453-01 y número interno 2410-2004 
6
 Ibidem.  
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aquél, que es lo que interesa a la teleología proteccionista de la norma, en vida se 

encontraban en similares condiciones en lo atinente a las expresiones de apoyo, ayuda, 

protección, afecto, etc. 

(…) 

“(…) particularmente en cuanto a la situación de sobrevivencia descrita en su literal a), inciso 

tercero, esto es, en caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes de la 

muerte del causante entre un cónyuge y un compañero o compañera permanente, los 

beneficiarios o beneficiarias de la pensión deban ser ambos en proporción al tiempo de 

convivencia con aquél (sic)”7 

Como se ha dicho, en estos eventos debe demostrarse la “comunidad de vida, forjada en el crisol del 

amor responsable, la ayuda mutua, el afecto entrañable, el apoyo económico, la asistencia solidaria y el 

acompañamiento espiritual, que refleje el propósito de realizar un proyecto de vida de pareja 

responsable y estable, a la par de una convivencia real efectiva y afectiva- durante los años anteriores al 

fallecimiento del afiliado o del pensionado» (CSJ SL, 2 mar. 1999, rad. 11245 y CSJ SL, 14 jun. 2011, rad. 

31605)8. Excluyendo, como lo ha dicho la Corte, “(…) los encuentros pasajeros, casuales o 

esporádicos, e incluso las relaciones que, a pesar de ser prolongadas, no engendren las condiciones 

necesarias de una comunidad de vida”9. 

Dicho lo anterior, se tiene entonces que aun cuando sea posible reconocer el derecho a la sustitución 

pensional o pensión de sobrevivientes a la cónyuge y compañera permanente, en igualdad de 

condiciones, de forma proporcional según los requisitos que establece la norma; es indispensable la 

prueba de la convivencia real y efectiva con el causante en los términos de la jurisprudencia en cita, 

pues se trata del criterio determinante de la titularidad del beneficio, más que incluso la calidad del 

vínculo marital o de hecho sostenido en vida con el que ha causado el derecho.  

Ahora bien, el marco jurídico de la pensión de sobrevivientes, se encuentra en los artículos 46 y 47 de la 

ley 100 de 1993, modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, disposiciones que en cuanto a la 

adquisición de éste derecho por parte de las cónyuges y/o compañeras permanentes del causante, 

rezan la concurrencia de dos siguientes requisitos: i) Tener la condición de beneficiario de esa 

prestación y ii) Si se trata de cónyuge o compañera permanente supérstite deberá demostrar que tuvo 

vida marital con el fallecido por durante los 5 años anteriores al deceso, de manera ininterrumpida. En 

efecto, tales normas son del siguiente tenor literal: 

 

ARTÍCULO 47. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. <Artículo modificado por el 

artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Son beneficiarios de la pensión 

de sobrevivientes: 

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, 

siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más 

años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, 

el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo 

haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no 

menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte; 

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y cuando 
dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y 
no haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y 
tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema 
para obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante 

                                                             
7
 CSJ, Cas. Laboral. Sent. abr. 22/2018, Rad. 45779. M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo.  

8
 Ibidem,  

9
 Ibidem.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#13
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aplicará el literal a) (…)”10 

Así pues, dichos requisitos deberán acreditarse para acceder en forma vitalicia o temporal, al derecho a 

la pensión de sobrevivientes. Como lo ha venido sosteniendo el Consejo de Estado en distintas 

providencias como la sentencia del 24 de febrero de 2015, el reconocimiento “(…) dependerá, en cada 

caso, de los hechos que acrediten los interesados para acceder al beneficio, quienes tienen el deber de 

ejercer una adecuada actividad probatoria para tal fin, con base en los siguientes” 11  (Subrayado fuera 

del texto original):  

“(…) cuando se presente conflicto entre los posibles titulares del derecho a la sustitución debe 

valorarse i) el auxilio o apoyo mutuo, la convivencia efectiva, la comprensión y la vida en común 

al momento de la muerte y ii) la dependencia económica de las potencialmente beneficiarias, 

para efectos del reconocimiento de la prestación”12 

Conforme a lo dicho, es claro que la carga y la efectividad de la prueba resulta fundamental para 

efectos de determinar con absoluta claridad si la solicitante, efectivamente tiene el mejor derecho para 

acceder a éste beneficio.  

Verificado el contexto normativo y jurisprudencial que reviste al caso estudiado, descenderemos a sus 

circunstancias fácticas a fin de determinar si lo pretendido por la Sra. Torres y la Sra. Bohórquez tiene la 

vocación de prosperidad. Ello por cuanto ambas señoras manifiestan tener derecho sobre la pensión 

reconocida en vida al Sr. Cabrales Hernández, en calidad de compañera permanente y cónyuge 

respectivamente, por haber convivido con él durante más de 5 años, así como por depender 

económicamente de aquel.  

Considera esta defensa que ninguna de las reclamantes tiene derecho a lo solicitado. En efecto, las 

pretensiones no tienen vocación de prosperidad pues hasta esta oportunidad existe un precario caudal 

probatorio que permita establecer más allá de cualquier duda, la convivencia efectiva del causante con 

las reclamantes.  

Si bien es cierto en el presente caso, podría en principio considerarse que se encuentran dadas las 

circunstancias necesarias para una eventual convivencia simultanea entre el fallecido y las reclamantes, 

la realidad es que hasta esta oportunidad no existen pruebas contundentes y fehacientes que indiquen 

con algún grado de certeza que en efecto el causante convivía con alguna de las reclamantes. Todo lo 

contrario, existen inconsistencias entre lo dicho por las reclamantes en éste proceso y lo hallado por los 

investigadores del equipo CYZA que evidencian que durante la vida del señor Pedro Cabrales este 

sostenía relaciones amorosas con distintas mujeres de forma simultánea.  

Frente a ello, las normas procesales son precisas al establecer que, “Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”13. En esta 

oportunidad, existen serias dudas para el reconocimiento del derecho, las cuales lejos de ser 

infundadas, surgen de las situaciones que lo revisten, que no permiten colegir por lo menos un inicio de 

certeza respecto a la procedencia del derecho. En cumplimiento de las cargas procesales y probatorias 

impuestas por los códigos, las mismas deberán subsanarse conforme avance el trámite del proceso 

hasta alcanzar un grado de fiabilidad que permita deducir la titularidad del beneficio.  

Empero, contrario a lo anterior, en este momento no se advierte la fehaciente titularidad del derecho 

reclamado por las demandantes, por lo que, de no subsanarse las dudas existentes, se deberá declarar 

la presente excepción, despachar de manera desfavorable las pretensiones de la demanda por no 

                                                             
10

 L. 100/1993, Art. 47 
11

 Radicación No. 25000-23-25-000-2007-00832-01 (0548-09) Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, en la 
que se reconoció una pensión de sobrevivientes con base en la aplicación retrospectiva de la Ley 12 de 1975, a pesar de que el 
fallecimiento había ocurrido en octubre de 1970. 
12

 Consultar entre otras decisiones, la sentencia de 12 de junio de 2014, proferida dentro del proceso identificado con el 
número 540012331000200301297 01 (2336-2013). En esa oportunidad la Sala examinó el caso de una compañera permanente 
que convivió con el causante durante un lapso no inferior a 38 años debidamente acreditados, a quien le fue negado el 
reconocimiento de la sustitución pensional en tanto el pensionado mantenía vigente una unión conyugal.  
13

 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1564 (12-06-2012) “por medio de la cual se expide el Código general del Proceso”. Art 167. 
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hallarse suficientes elementos de juicio que permitan establecer su vocación de prosperidad y absolver 

a nuestra representada de todos los cargos formulados.  

IMPROCEDENCIA DE ACUERDO DE CONCILIACIÓN, POR NO SER LOS DERECHOS PENSIONALES 

SUCEPTIBLES  DE TRANSACCIÓN Y/O DISPOSICIÓN. 

 

En efecto, la proposición de este medio exceptivo se hace necesario ante la supuesta existencia de un 

acuerdo de conciliación entre las Sras. Carmen Bohórquez y María del Rosario García que convinieron 

unánimemente que, el reconocimiento de la pensión sería en un 25% en favor de la Sra. García en 

calidad de cónyuge del finado y el restante 25% en favor de la Sra. Carmen Bohórquez, por ser la 

compañera permanente del mismo señor.    

 

En lo que respecta a esa situación, es imperioso manifestar en primera medida que tal acuerdo no ata 

al juez para obedecer lo que se ha consignado en el mismo o emitir una sentencia favorable a las 

pretensiones. De conformidad con la jurisprudencia Nacional, los derechos laborales son ciertos, 

indiscutibles y por lo tanto no pueden ser objeto de conciliación o transacción.  Así, lo ha dicho la Corte 

Constitucional: 

 

“La transacción es definida en el ordenamiento jurídico colombiano, como “(…) un contrato en 

que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual”14 

Cuando en el litigio objeto de transacción se discute un derecho laboral, el objeto de la 

transacción sólo puede referirse a derechos inciertos y discutibles, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 53 de la Constitución Política.  

En concordancia con lo anterior, el artículo 15 del Código Sustantivo del Trabajo ha establecido 

que “[e]s válida la transacción en los asuntos del trabajo, salvo cuando se trate de derechos 

ciertos e indiscutibles”. 

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la transacción sobre derechos 

laborales no puede recaer sobre derechos ciertos e indiscutibles. Así, en la sentencia C-160 de 

199915 la Corte consideró que: 

“A juicio de la Corte, la conciliación no opera en los procesos ejecutivos, porque en 

razón de su naturaleza la conciliación busca crear una situación de certeza en 

cuanto a los derechos laborales que el trabajador reclama al empleador, lo cual, 

por sustracción de materia no se requiere cuando ya se posee un título ejecutivo del 

cual emana una obligación a cargo de éste que para el trabajador configura un 

derecho cierto e indiscutible que no se puede renunciar ni negociar, como lo prevé 

el art. 53 de la Constitución Política”. 

De ahí a que esta defensa, mantenga la posición de la inviabilidad del acuerdo de conciliación celebrado 

entre las partes, puesto que, como se advierte de la jurisprudencia en cita, las pensiones por regla 

general no pueden ser objeto de conciliación o transacción. 

 

Conviene dejar en claro, que el acuerdo es ineficaz. Ello, porque podría ser admisible el acercamiento 

con fines conciliatorios o de transacción entre la entidad que reconoce el derecho y el beneficiario 

potencial del mismo. No sucede así, entre personas naturales, por ejemplo, entre un beneficiario y un 

tercero, pues las pensiones (en especial la de sobrevivientes) se reconocen “intuito personae”, es decir, 

en relación con la calidad de la persona que adquiere el derecho como beneficiario del causante. De ahí 

                                                             
14 Código Civil, artículo 2469. 
15 MP. Antonio Barrera Carbonell. En esta sentencia, la Corte estudió la constitucionalidad de los artículos de la 
Ley 446 de 1998, que establecían la conciliación prejudicial obligatoria en materia laboral, como requisito de 
procedibilidad. La Corte concluyó que dichos artículos eran inconstitucionales, entre otras razones, porque no 
determinaron los casos en los que la conciliación prejudicial no era obligatoria, tales como los procesos laborales 
ejecutivos, pues en estos casos no existía incertidumbre sobre la titularidad de los derechos 
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a que sean improcedentes los acuerdos de conciliación con miras a transferir el derecho o parte del 

mismo a otra persona, pues a su vez, se caracterizan por ser intransferibles.  

 

Aunado a lo anterior, la posibilidad de conciliación es aún más reducida si se tiene en cuenta que, no se 

puede disponer de una prestación sobre la cual no se tiene certeza porque el derecho está siendo 

discutido en un proceso judicial, el cual termina con decisión en firme.   

 

En el caso en concreto, la convención celebrada entre las señoras demandantes con miras a la 

disposición de una pensión de sobrevivientes no tiene eficacia y el juez de esta instancia deberá 

resolver el conflicto puesto a su disposición, conforme lo que fehacientemente se pruebe en el proceso, 

sin ser relevante para ello, el acuerdo a que las mismas suscribieron.  

BUENA FE 

 

Consideramos oportuno aclarar que la actuación de la Unidad Administrativa Especial de Gestión 

Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- UGPP, se encontró ajustada a derecho, 

pues en el trámite administrativo de la solicitud de reconocimiento de la sustitución pensional,  y ante 

la concurrencia de dos supuestas beneficiarias de la misma calidad, del derecho pensional, la entidad 

procedió a dar estricta aplicación a lo preceptuado por el artículo 6º del Decreto ley 1204 de 2008.  

Dicha normativa, dictamina que, en caso de controversias entre cónyuges y compañeras permanentes 

para efectos de sustitución pensional, la entidad administradora de la pensión deberá suspender el 

derecho hasta tanto no se decida en sede judicial a quien verdaderamente le corresponda, así: 

Artículo 6°. Definición del derecho a sustitución pensional en caso de controversia. En caso de 
controversia suscitada entre los beneficiarios por el derecho a acceder a la pensión de 
sustitución, se procederá de la siguiente manera: 

Si la controversia radica entre cónyuges y compañera (o) permanente, y no versa sobre los hijos, 
se procederá reconociéndole a estos el 50% del valor de la pensión, dividido por partes iguales 
entre el número de hijos comprendidos. El 50% restante, quedará pendiente de pago, por parte 
del operador, mientras la jurisdicción correspondiente defina a quién se le debe asignar y en qué 
proporción, sea cónyuge o compañero (a) permanente o ambos si es el caso, conforme al grado 
de convivencia ejercido con el causante, según las normas legales que la regulan. Si no 
existieren hijos, el total de la pensión quedará en suspenso hasta que la jurisdicción 
correspondiente dirima el conflicto. 

Si la controversia radica entre hijos y no existiere cónyuge o compañero (a) permanente que 
reclame la pensión, el 100% de la pensión se repartirá en iguales partes entre el total de hijos 
reclamantes, pero solo se ordenará pagar las cuotas que no estuvieran en conflicto, en espera a 
que la jurisdicción decida. Si existe cónyuge o compañero (a) permanente se asignará el 50% a 
este o estas(os) y sobre el 50% correspondiente a los hijos se procederá como se dispuso 
precedentemente. 

Con lo cual queda claro que, el actuar de nuestra representada en el trámite impartido a la solicitud 

pensional realizada por la demandante no fue arbitrario, sino que correspondió a la obediencia estricta 

de las normas vigentes.  

Así las cosas, se debe presumir la buena fe en todas las actuaciones llevadas a cabo por mi defendida en 

el asunto que aquí nos encuentra, toda vez que siguieron todos los lineamientos establecidos en la Ley 

100 de 1993, sin menoscabar ni desconocer derecho alguno al accionante al momento de negar la 

sustitución pensional, pues dicha decisión estuvo fundamentada en lo que al respecto establecen las 

normas vigentes antes citadas. En ese sentido no ha existido mala fe en el trámite dado en sede 

administrativa a las peticiones y hechos de que trata este proceso. 

PRESCRIPCIÓN TRIENAL 
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Ya se ha argumentado de manera suficiente las razones por las cuales esta defensa considera que la 

parte activa en esta causa, no ostenta el derecho que reclama; no obstante, si el despacho considera 

que el mismo le asiste al solicitante, solicitamos comedidamente se declare la prescripción extintiva de 

las mesadas que se causaron con posterioridad a la fecha en que se hizo exigible la respectiva 

prestación y sobre las cuales recayó el fenómeno jurídico de la prescripción, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, que establece: 

 

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán 

en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

 

El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, 

sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, 

pero sólo por un lapso igual.” 

 

Por su parte, el artículo 102 del Decreto 1848 de 1969, señala:  

 

“Prescripción de acciones. 

 

1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el decreto 3135 de 1968 

y en este decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa 

obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 

prescripción, pero solo por un lapso igual.” 

 

De esta forma, solicitamos a su Despacho, de la forma más respetuosa, que, si llegare a considerar que 

hay derecho a lo pedido, considere a declarar la prosperidad de la presente excepción sobre todas 

aquellas mesadas causadas con anterioridad a los 3 años que precedieron a la reclamación están 

prescitas 

 

MEDIOS DE PRUEBA 

 

Solicito que se decreten, practiquen y tengan como pruebas las siguientes: 

 

DOCUMENTALES: 

 

 Expediente Administrativo el cual se aporta en medio magnético dentro de la 

oportunidad procesal. 

 

TESTIMONIALES. 

 

 Cítese a los señores que aparecen referenciados en el acápite de pruebas testimoniales de 

la demanda, para que declaren sobre los hechos que les consten en este proceso. Lo 

anterior con el fin de precaver, que, ante la eventual renuncia o desistimiento por la parte 

demandante, de dichos medios de prueba, estos en todo caso sean decretados en favor de 

nuestra representada.    

 

 Cítese a los señores: Duilio José Cuello Guerra identificado con cédula de ciudadanía No. 

78.105.391 de Ayapel, en la carrera 5 A No. 34 – 46 barrio Santana en el municipio de 

Ayapel; Carmen Ojeda Álvarez, identificada con cédula de ciudadanía No. 25.809.526 de 

Ayapel, en la carrera 5 No. 36 - 49 barrio Santana; Estebana Cabrales Hernández 

identificada con cédula de ciudadanía No. 34.957.629, en la calle 52 No. 12 - 30 

Apartamento 301 edificio Fontanilla, en la ciudad de Montería y Antonia Cabrales de 
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Gómez identificada con cédula de ciudadanía No. 34.959.376 de Montería, en la calle 15 A 

No. 14 – 45 barrio Urbina, en la ciudad de Montería; para que declaren sobre los hechos 

que les consten en este proceso.  

 

INTERROGATORIO DE PARTE 

 

 Cítese a las señoras Carmen Bohórquez y María García, para que absuelva 

interrogatorio de parte sobre los hechos relatados en la demanda.  

 

 

ANEXOS 

 

• Poder para actuar. 

NOTIFICACIONES 

 

• Al Suscrito en la Calle 61 B No.10-51 Barrio La Castellana de la Ciudad de Montería. 

• A la Demandada en la Ciudad de Bogotá D.C Calle19 # 68A – 18. 

 

CORREOS ELECTRÓNICOS: 

 

• notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 

• opacheco@ugpp.gov.co 

 

De usted. 

 

Muy atentamente, 

 

 

ORLANDO DAVID PACHECO CHICA 
C.C. No. 79.941.567 expedida en Bogotá D.C. 
T.P. No. 138.159 del C.S de la J 

 
Proyectó: Alejandra Salgado Narváez 

Aprobó: ODPCH 
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